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	660012204000-2017-00243-00
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	Decisión: 
	Se abstiene de continuar incidente   


ASUNTO: 
Se pronuncia la Sala en torno al trámite incidental de desacato promovido por el apoderado judicial del señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, en contra de la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL y EL ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 BATALLA DE SAN MATEO.   
ANTECEDENTES: 

Mediante fallo de tutela proferido el 10 de noviembre de 2017, esta Corporación resolvió tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social de los cuales es titular JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, y en vista de ello, ordenó a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR DEL EJÉRCITO NACIONAL que por intermedio del ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” – DISPENSARIO MÉDICO No. 3029-, continuara brindando de manera oportuna e integral los servicios médicos que requiriera el señor García Giraldo para la recuperación de su salud, hasta tanto su situación pensional se resolviera definitivamente. 

Además, se exhortó a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITA DEL EJÉRCITO NACIONAL para que llevara a cabo, sin ningún tipo de dilación, las gestiones administrativas a que hubiere lugar para que se determinara la pérdida de capacidad psicofísica presentada por el accionante, con ocasión de unas lesiones que sufrió mientras prestaba sus servicios en el ejército como soldado regular.  

A pesar de lo anterior, se recibió en el Despacho memorial suscrito por el apoderado judicial del accionante, mediante el cual solicitó iniciar un incidente de desacato, toda vez que, según afirmó aún no han sido reactivados los servicios de salud de su representado, y tampoco se ha ordenado la realización de la Junta Médico Laboral que determine su porcentaje de invalidez. 

Atendiendo lo manifestado por el libelista, el 18 de enero del año que transcurre, se ordenó  requerir al Brigadier General GERMÁN LÓPEZ GUERRERO, DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, así como a la Mayor TERESA LILIANA LEYVA QUINTERO, Directora del Dispensario Médico No. 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”, para que informaran las razones por las cuales no estaban dando cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia constitucional prealudida.

El día 23 de enero de 2018, se recibió en el Despacho un memorial suscrito por el Capitán DIEGO LÓPEZ ROPERO, en calidad de DIRECTOR DEL DISPENSARIO MÉDICO NO. 3029, con dicho escrito explicó las gestiones adelantadas por su despacho para el acatamiento del fallo de tutela en comento, asegurando que los servicios de salud del accionante se encontraban en esa Institución en estado “activo”; así mismo, refirió que ya elaboró la ficha médica para la realización de la Junta Médica de Calificación. 
De igual modo, el Brigadier General GERMÁN LÓPEZ GUERRERO, DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, allegó un escrito el 25 de enero del año que avanza, pero es de resaltar que dicho memorial que no guarda relación alguna con el requerimiento que frente al caso del señor GARCÍA GIRALDO se le hiciera, pues no sólo está fechado el 9 de noviembre de 2017 (antes del requerimiento), sino que en la descripción del asunto refiere que es en estas alturas la contestación de la acción de tutela. 
CONSIDERACIONES: 
Competencia:
La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir de fondo el presente incidente, de conformidad con los postulados del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, inciso 2º.

Problema Jurídico:
Se debe determinar en esta oportunidad si la Institución accionada ha incurrido en desacato al fallo que se adoptó por esta Sala para la protección de los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social del señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, y en caso afirmativo proceder a imponer la sanción a que hubiere lugar; o si por el contrario, lo dicho por parte del funcionario encargado es suficiente para declarar que en la actualidad han desaparecido las causas que motivaron la interposición de la solicitud de amparo constitucional, así como el incidente de desacato que en esta oportunidad ocupa la atención de la Sala. 
Solución:
A efectos de dirimir el problema materia de estudio, es necesario hacer alusión a las figuras jurídicas del desacato y la sanción, contempladas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, el cual establece un mecanismo disuasivo que impone al accionado, el deber de dar cumplimiento íntegro al fallo proferido por razón de la tutela, para que lo resuelto no se convierta en un albur, y en el evento de que la orden no sea atendida, el funcionario constitucional de conocimiento adopte las condignas sanciones contra el servidor público. Al respecto ha dicho la Honorable Corte Constitucional: 

“El cumplimiento de las órdenes judiciales representa uno de los aspectos centrales del Estado social de derecho porque es el pronunciamiento de la autoridad competente que por medio de la aplicación de la Constitución y la Ley define la situación jurídica en una controversia. Del cumplimiento de los fallos depende la confianza, el respeto, la convivencia pacífica y el legítimo uso de la autoridad en una sociedad democrática. Por ello, la reglamentación de la acción de tutela tiene previsto un procedimiento para cuando los fallos tomados en uso de esa acción ciudadana los jueces puedan hacer efectivas las órdenes dadas para proteger de manera efectiva y eficaz los derechos fundamentales de las personas. Si tales mecanismos no existieran, las órdenes de los jueces podrían quedar como un mero pronunciamiento inútil, huero e ineficaz… 

 …el juez encargado de hacer cumplir el fallo podrá (así lo indica el Decreto 2591/91, art.27) sancionar por desacato. Es pues una facultad optativa muy diferente al cumplimiento del fallo y que en ningún momento es supletoria de la competencia para la efectividad de la orden de tutela. Pueden, pues, coexistir al mismo tiempo el cumplimiento de la orden y el tramite del desacato, pero no se pueden confundir el uno (cumplimiento del fallo) con el otro (el trámite de desacato)" 
.
En lo correspondiente a los límites, deberes y facultades del juez de primera instancia en sede Constitucional, el cual está obligado a hacer cumplir la sentencia de tutela y sancionar su desobediencia, ha indicado el Órgano de Cierre Constitucional:
“En otras palabras, el objeto del incidente no es la imposición de la sanción en si misma, sino proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado. Así, la sanción es concebida como una de las formas a través de las cuales el juez puede lograr el cumplimiento de la sentencia de tutela cuando la persona obligada ha decidido no acatarla…”
“Respecto a los límites, deberes y facultades del juez de tutela que conoce del incidente de desacato y en virtud de lo que hasta ahora ha sido señalado, debe reiterarse que el ámbito de acción del juez está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente. Por lo tanto, es su deber verificar: (1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)
. 

(…) 

“Al momento de evaluar si existió o no el desacato, el juez debe tener en cuenta circunstancias excepcionales de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta jurídica o fáctica para cumplir, las cuales deben estar siempre avaladas por la buena fe de la persona obligada. En este sentido, conviene recordar que la Corte ya ha señalado que no se puede imponer una sanción por desacato: (i) cuando la orden impartida por el juez de tutela no ha sido precisa -porque no  se determinó quien debe cumplirla o su contenido es difuso-; (ii) cuando el obligado de buena fe quiere cumplir la orden pero no se le ha dado la oportunidad de hacerlo (…)”

El incidente de desacato es entonces el procedimiento ágil para hacer efectivos los derechos reconocidos y protegidos a través de la tutela, mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del demandado a acatar la decisión, y su trámite debe respetar ante todo el derecho de defensa y la presunción de inocencia del incidentado; igualmente debe demostrarse la desobediencia de la persona frente al cumplimiento de la sentencia, sin que pueda presumirse su responsabilidad.
Del caso concreto: 

Descendiendo al caso objeto de estudio, se tiene que en aras de garantizar la protección de los derechos fundamentales del señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, la Colegiatura le ordenó a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR DEL EJÉRCITO NACIONAL que, por intermedio del ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” –DISPENSARIO MÉDICO No. 3029-, continuara brindando de manera oportuna e integral los servicios médicos que requiriera el señor GARCÍA GIRALDO para la recuperación de su salud, hasta tanto su situación pensional se resolviera definitivamente. 

Además, se exhortó a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR DEL EJÉRCITO NACIONAL para que llevara a cabo, sin ningún tipo de dilación, las gestiones administrativas a que hubiere lugar para que se determinara la pérdida de capacidad psicofísica presentada por el accionante, con ocasión de unas lesiones que sufrió mientras prestaba sus servicios en el ejército como soldado regular.  

Con posterioridad a la aludida decisión el tutelante dio noticia a la Corporación del posible incumplimiento por parte de la accionada a dicha sentencia de tutela; sin embargo, después de realizar el respectivo requerimiento a la Institución Militar, se logró obtener información respecto del cumplimiento al mandato impuesto, pues de acuerdo a lo dicho por el Capitán DIEGO LÓPEZ ROPERO, DIRECTOR DEL DISPENSARIO No. 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. SAN MATEO, se tiene que en la actualidad los servicios de salud en favor del señor JOHAN SEBASTIÁN se encuentran activos.   
De acuerdo a lo anterior, y vistos los documentos allegados por parte de la demandada, es posible afirmar que por el momento se ha superado el impase acaecido, y ahora se está dando cabal cumplimiento a lo ordenado mediante el fallo de tutela del 10 de noviembre de 2017, puesto que la orden se emitió para que al actor se le continuara prestando atención médica por parte de Sanidad del Ejército Nacional, y ello se está haciendo.
Por otra parte, es pertinente aclarar que la protección a los derechos fundamentales del señor GARCÍA GIRALDO mediante la sentencia de tutela, no traía implícita la orden de convocar a la realización de una Junta Médico Laboral que determinara su pérdida de capacidad psicofísica, y aunque en la parte resolutiva se exhortó a la encartada para que resolviera de forma definitiva la situación del accionante, no es menos cierto que allí se dejó por sentado que “a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, ello no quiere decir que el Juez constitucional pueda entrar a dar ese tipo de órdenes sin haber establecido que se haya cumplido con el lleno de los requisitos establecidos legalmente para tal fin” 
Sin embargo, respecto de esa pretensión en concreto, también se pudo establecer que la “ficha médica” que a nombre del accionante realizara el Establecimiento de Sanidad Local, se remitió a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, con el fin de que allí se continúe con los demás trámites que se encuentren pendientes para poder convocar a la Junta Laboral. 
Así las cosas, la Sala se abstendrá de abrir formalmente el desacato e imponer sanción a la accionada, pues lo que se evidencia es que la accionada ha venido cumpliendo con lo ordenado en la orden judicial que nos concita, lo que apareja entonces la orden de archivo de la actuación.
En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE:
PRIMERO: ABSTENERSE de continuar con el trámite incidental de desacato promovido por el señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, ello de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: Notificada esta decisión, contra la cual no proceden recursos, se dispone el archivo del expediente.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sala Cuarta de Revisión, Sentencia T-190 de 14 de marzo de 2002, MP. Jaime Córdoba Trivño.


� Sala Séptima de Revisión, Sentencia T-763 de 7 de diciembre de 1998, MP. Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencias T-553 de 2002 y T-368de 2005.


� Sentencias T-188 de 2002, T-368 de 2005.
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